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1. OBJETIVOS Y RAZONES DE LA MODIFICACIÓN

La propia denominación de la Ley que aquí se analiza, Ley 54/2003, de 12 de diciem-
bre (B.O.E. del 13), de reforma del marco normativo de la prevención de riesgos labora-
les, es una muestra de lo ambicioso del texto. Esa ambición se confirma con la lectura del
Preámbulo1 o Exposición de Motivos de la Ley. Su meta última es ni más ni menos que
subsanar “la existencia de ciertos problemas” que dificultan la aplicación del marco nor-
mativo actual en materia de Prevención de Riesgos Laborales, problemas que se mani-
fiestan a través de la “subsistencia de índices de siniestralidad laboral indeseados que
reclaman actuaciones tan profundas como ágiles.” En esta dirección, se afirma que los
objetivos de la norma son tan sencillos de conseguir como los siguientes:

– “(...) combatir de manera activa la siniestralidad laboral”.

– “(...) fomentar una auténtica cultura de la prevención de los riesgos en el trabajo, que
asegure el cumplimiento efectivo y real de las obligaciones preventivas y proscriba el cum-
plimiento meramente formal o documental de tales obligaciones”.

– “(...) reforzar la necesidad de integrar la prevención de los riesgos laborales en los sis-
temas de gestión de la empresa”.

– “(...), mejorar el control del cumplimiento de la normativa de prevención de riesgos
laborales, mediante la adecuación de la norma sancionadora a la norma substantiva y el
reforzamiento de la función de vigilancia y control en el marco de las comisiones territo-
riales de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social”.

Y, si ésas son las metas y los objetivos, es porque el legislador, disconforme con la reali-
dad advertida, considera que se aprecia “una deficiente incorporación del modelo de
prevención y una falta de integración de la prevención en la empresa, que se evidencia
en muchas ocasiones en el cumplimiento más formal que eficiente de la normativa. Se
pone al mismo tiempo de manifiesto una falta de adecuación de la normativa de pre-
vención de riesgos laborales a las nuevas formas de organización del trabajo, en especial
en las diversas formas de subcontratación y en el sector de la construcción”2. La modifi-
cación intenta imponer una línea antiformalista que evite los cumplimientos puramente
formales y no substantivos de la norma.
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(1) Se denominó Preámbulo con la aprobación del Proyecto de Ley por el Pleno del Congreso de los Diputados el 16 de
octubre de 2003. La Ley 54/2003, de 12 de diciembre, publicada en el BOE del día 13, lo denomina definitivamente,
Exposición de Motivos.

(2) A juicio del que escribe este texto, no existen nuevas formas de contratación o de subcontratación que aborde con esta
ley el legislador. De hecho, ya en el momento de redacción de la Ley de Prevención en 1995, así como en la del RD
1627/1997, de 24 de octubre, la situación era muy similar a la actual como también el grado de convencimiento de los
expertos de que la proliferación de la subcontratación, especialmente en el mundo de la Construcción, era una de las causas
no sólo de la siniestralidad laboral, sino también de la dificultad de imponer un sistema adecuado de gestión preventiva.



La Ley bebe, como se confiesa en el preámbulo, de las propues-
tas de la Mesa de Diálogo Social en materia de Prevención de
Riesgos Laborales, aprobadas por la Comisión Nacional de
Seguridad y Salud3; si bien, supone tan sólo un desarrollo par-
cial de éstas, en cuanto que la aplicación total de las mismas lleva
consigo la implantación de un conjunto de medidas que impli-
carían la modificación de normas de diverso rango –v.g.: el
Reglamento de los Servicios de Prevención en materia de audi-
toría de prevención– y órbita jurídica –v.g.: normas de Seguridad
Social en cuanto la implantación del sistema de bonus-malus–.

Una vez puestos de manifiesto las metas y objetivos de la
norma, así como los problemas que a juicio del legislador
constituyen el núcleo de la “cuestión preventiva” resulta
imposible reprimir un primer juicio general de la Ley.Y es que
sorprende la escasez de instrumentos con los que se dota la
norma para conseguir los objetivos que pretende. En realidad,
y, sin perjuicio, de efectuar un balance positivo de ciertas face-
tas de su regulación, la reforma que impone el proyecto difí-
cilmente supondrá por sí sola un verdadero freno a la situa-
ción actual de siniestralidad laboral. El ataque a la situación
que vivimos en este campo sólo puede efectuarse a través de
un conjunto sistemático de medidas, muchas de las cuales no
tienen por qué ser de rango legal, sino puramente reglamen-
tario. Medidas que abarquen, como reseñaba el denominado
“Informe Durán” o las Propuestas de la Mesa de Diálogo Social
a las que se remite como fuente de origen el proyecto, un
espectro importante de materias: Seguridad Social, Laboral,
etc. Por ello, debemos esperar que esta Ley sea únicamente el
comienzo de un conjunto coordinado de medidas con el obje-
tivo antes señalado.

En este sentido, y en el mismo momento de su presentación
para su aprobación como proyecto, la Ley ha supuesto la pérdi-
da de una oportunidad importante para abordar cuestiones
importantes en el marco de la gestión preventiva, cuestiones
que, empero, podrían ser solventadas, mediante un mero
desarrollo reglamentario y cuya eficacia tal vez sería idéntica a
las que se derivan de la norma: La extensión de la obligación
de efectuar Auditorías de prevención de riesgos laborales a

LA REFORMA QUE IMPONE
LA LEY, POR SÍ SOLA, 

DIFÍCILMENTE SUPONDRÁ
UN VERDADERO FRENO A
LA SITUACIÓN ACTUAL DE
SINIESTRALIDAD LABORAL
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(3) Puede consultarse el texto completo de estas propuestas en la revista Prevención,Trabajo y Salud, núm. 23, 2003, págs. 29 a
36. Es sorprendente el olvido, cualquiera que fuera el juicio que debe merecer en cada uno de sus diferentes aspectos del
conocido como “Informe Durán”, tal vez el esfuerzo más importante en los últimos años de sistematizar la problemática
que rodea el mundo de la Prevención de Riesgos Laborales y las causas de la siniestralidad laboral. Este Informe que cons-
ta de dos volúmenes –“Informe sobre riesgos laborales y su prevención” y “La Seguridad y la Salud en el trabajo en
España”– en el cual participaron una quincena de expertos principales más una serie de aportaciones puntuales de espe-
cialistas de la máxima categoría fue presentado el 13 de marzo de 2001.
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todo tipo de empresas sea cual fuere el modelo de Servicio de Prevención elegido y, por
ende, extender la obligación de las auditorías a aquellas empresas que hubieren optado
por la contratación de una Entidad externa4; la mejora de la calidad formativa de los téc-
nicos de prevención, dando término a la proliferación de cursos a distancia o de otra
índole de dudosa calidad5; la uniformización de los criterios de autorización de Servicios
de Prevención y Auditoría, asumiendo la Administración Estatal sus naturales competen-
cias en el ámbito suprautonómico; la concreción de los criterios de integración del
Servicio de Prevención en cuanto al número, dedicación y nivel de formación de sus inte-
grantes, obviando una delegación a la negociación colectiva que como mínimo ha de
refutarse como fallida; el establecimiento de un sistema de certificación de la adecuación
de los equipos de trabajo al RD 1215/1997, de 18 de julio, sobre disposiciones míni-
mas de seguridad y salud en el trabajo en la utilización por los trabajadores de equipos
de trabajo. En fin, un largo etcétera que se debe a las importantes lagunas que precisa-
mente en materia de gestión preventiva deja la norma más importante: el Reglamento de
los Servicios de Prevención, aprobado por RD 39/1997, de 17 de enero.

Igualmente, desde otra perspectiva y como se resaltara infra la Ley supone una oportuni-
dad fallida de modificación de cuestiones destacadas por la doctrina como puntos pen-
dientes de resolver en la normativa vigente: v.g.: la ampliación de los sujetos responsables
en el orden administrativo represivo, el mecanismo de responsabilidad de la empresa
principal y la cuantía de las sanciones a empresas de trabajo temporal y usuarias por
incumplimientos en el orden preventivo.

Después de esta primera inmersión en las razones de la norma, siguiendo su propio sis-
tema clasificatorio pasemos a exponer críticamente sus contenidos.

2. MEDIDAS TENDENTES A MEJORAR LA IMPORTANCIA DE LA INTEGRACIÓN
DE LA PREVENCIÓN DE RIESGOS LABORALES EN LA EMPRESA

El Capítulo I de la Ley contiene las modificaciones que se introducen en la Ley de
Prevención de Riesgos Laborales. El objetivo del legislador se cifra en asegurar la inte-
gración de la Prevención de la empresa, obviando el cumplimiento meramente formal de
la norma. La elusión del cumplimiento formal de la norma es casi una obsesión del legis-
lador que se traslucirá no sólo en este Capítulo sino también en el dedicado a las medi-
das sancionadoras, como se advertirá más tarde. El legislador parte de la contemplación
de la realidad, y ésta, para cualquier observador atento del mundo de la Seguridad e
Higiene en el Trabajo, nos muestra que, en numerosas ocasiones, la amplia parafernalia
de documentación que disponía tanto la Ley de Prevención de Riesgos Laborales de 1995

[14]

(4) Es obvio que esta solución supondría subordinar los criterios técnicos de la Entidades ajenas a los de la Auditoría.

(5) No estamos a favor de la “universitarización” de la enseñanza del prevencionista. La Universidad no tiene por qué ser
la única fuente formativa, pero sí a favor de una mejora radical de la exigencia en este aspecto, eliminando los entes pro-
ductores de títulos sin calidad alguna a través de un cambio en la normativa reglamentaria que contenga una mayor exi-
gencia en este aspecto.



como el Reglamento de los Servicios de Prevención de 1997 se han convertido incluso
en un impedimento para el desarrollo real de las medidas preventivas. Los documentos
que contienen la evaluación de riesgos y la planificación preventiva, ejes del desarrollo
de la política preventiva en la empresa en la legislación de los años 1995 y 1997, se han
convertido en demasiadas ocasiones en meras colecciones de consejos preventivos acu-
mulados a lo largo de un largo número de páginas que no contienen las referencias nece-
sarias a la situación de hecho de riesgos de los puestos y centros de trabajo, ni tampoco
a las medidas preventivas concretas ajustadas a esos riesgos, sirviendo únicamente como
simple justificante de la realización de una política preventiva interna inexistente.

La regulación que desarrolla la propuesta normativa supone un cambio importante en dife-
rentes aspectos. Para empezar el propio cambio de rúbrica del artículo 16 que pasa a deno-
minarse de “evaluación de riesgos”6 a “Plan de prevención de riesgos, evaluación de ries-
gos y planificación de la actividad preventiva”, en la redacción del artículo 2.2 de la Ley.

Los ejes de la nueva regulación de la Ley son:

– La acentuación de la obligación de la integración de la actividad preventiva en la empresa.

– El “plan de riesgos laborales”.

– La nueva regulación de la evaluación de riesgos y de la planificación preventiva.

– La introducción de una nueva figura: “los recursos preventivos”.

A) El Plan de Prevención de Riesgos Laborales y la nueva regulación de la evaluación de riesgos y la planificación
preventiva en la empresa

En cuanto al primer aspecto, la modificación de los artículos 14.2 y 16 de la Ley de Prevención
de Riesgos Laborales7 como núcleo de la introducción del nuevo instrumento8, se conjugan
con el cambio de los artículos 23 y 31, el primero recogiendo la necesaria articulación
documental del plan9, y el segundo estableciendo la obligación del Servicio de Prevención de
auxiliar no sólo al diseño, sino también implantación y aplicación del Plan de Prevención10.

El Plan de Prevención se concibe como el elemento que debe contener las medidas nece-
sarias que debe adoptar el empresario para desarrollar “la integración de la actividad pre-

Reforma del marco normativo de la prevención de riesgos
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(6) Denominación que ya daba lugar a equívocos y que ha causado importantes distorsiones en el campo preventivo, con-
virtiendo a la evaluación de riesgos en el protagonista de la política preventiva empresarial cuando no era sino un parte o
fase necesaria para la adecuada planificación de ésta.

(7) En los números 1 y 2 del artículo 2 de la Ley de reforma, respectivamente.

(8) A mi juicio, la sencilla mención del artículo 2.1 de RD 39/1997, de 17 de enero, al Plan de Prevención por la nula
repercusión fáctica y por su escueto contenido no puede considerarse realmente como iniciadora de la obligación reseña-
da en la reforma legal.

(9) Conforme al artículo 2.3 de la Ley.

(10) Redacción establecida por el artículo 4, números 1 y 2, de la Ley.
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ventiva en la empresa”11. Por ello, el Plan preventivo incluye “la estructura organizativa,
las responsabilidades, las funciones, las prácticas, los procedimientos, los procesos, y los
recursos necesarios para realizar la acción de prevención de riesgos en la empresa que
reglamentariamente se establezcan”.

El Plan de Prevención se plantea como el documento maestro de la organización de la
prevención en la empresa, en él se diseña todo el entramado preciso para efectuar la polí-
tica preventiva en la empresa12. De esta forma, la evaluación de riesgos y la planificación
preventiva se configuran como “instrumentos esenciales para la gestión y aplicación del
plan de prevención de riesgos”13.

¿Qué diferencias se advierten entre la antigua regulación de la evaluación de riesgos y la
planificación preventiva y la que supone la redacción del artículo 16.2?

La primera diferencia, y tal vez la más importante, es la posibilidad de que tanto una
como otra puedan ser “llevadas a cabo por fases de forma programada”. A mi juicio, esta
redacción da pie a la ruptura de la evaluación y, por ende, de la planificación como un
conjunto totalizador y da carta de naturaleza a lo que ya se daba en la realidad: la reali-
zación de la evaluación de riesgos por materias y fases, dejando para el final aquellos
aspectos más complejos u onerosos –habitualmente los higiénicos y ergonómicos o los
relacionados con el análisis de la adecuación de la maquinaria o equipos de trabajo–. Es
demasiado pronto para saber si este nuevo apunte introducido por la norma será positi-
vo o negativo. No debemos olvidar que puede ser utilizado de forma torticera para dila-
tar aquellos aspectos evaluativos que como hemos dicho suponen mayor dificultad o
ponen de relieve la inadecuada situación de riesgos de la empresa.

La segunda disimilitud con el texto legal de 1995 en materia de evaluación de riesgos
es el acercamiento del texto legal propuesto a la configuración reglamentaria de la eva-
luación. Así, la evaluación inicial se deberá efectuar, teniendo en cuenta, “con carácter
general, la naturaleza de la actividad, las características de los puestos de trabajo exis-
tentes y de los trabajadores que deban desempeñarlos”14. Con ello se acomoda la regu-
lación legal a la reglamentaria, puesto que el Reglamento de los Servicios de Prevención
centra el proceso evaluativo no en el centro de trabajo o lugar de trabajo sino en el pues-
to de trabajo15, respecto del que la regulación de 1995 no contenía referencia alguna.

[16]

(11) Artículo 14.2, en la redacción dada por el artículo 2 de la Ley.

(12) Se otorga al empresario un plazo de seis meses a la entrada en vigor de la norma para su realización, Disposición
Transitoria Única de la Ley.

(13) Artículo 16.2, en la redacción dada por el artículo 2 de la Ley.

(14) Artículo 16.2.a) en la redacción dada por el artículo 2.2 de la Ley de reforma.

(15) Esta dicotomía entre una evaluación limitada a los puestos de trabajo en la empresa –artículo 4 del Reglamento de
los Servicios de Prevención– y la referencia más genérica de la Ley en sus números primero y segundo del artículo 16
había sido puesto de relieve por la doctrina, GONZÁLEZ LABRADA, Manuel, GARCÍA BLASCO, Juan, SEMPER NAVARRO,
Antonio, y CARDENAL NARRO, Miguel, Derecho de la Seguridad y Salud en el Trabajo, Madrid, Civitas, III edición, 2001, pág. 160.



Ello no debe significar, empero, entrar en un proceso de par-
ticularización que olvide que el puesto de trabajo está inmer-
so en una estructura superior física y organizativa que con-
lleva sus propios peligros derivados de elementos tal vez
ajenos al puesto en un sentido estricto –v.g.: condiciones, en
un sentido amplio, de la edificación donde se halla el centro
de trabajo– pero que igualmente conllevan un riesgo real para
el operario que se halla en el mismo. En todo caso, mantener
una referencia como la que establecía la normativa de 1995 al
lugar de trabajo como objeto de la evaluación no hubiera
estado de más.

En materia de planificación de la preventiva, los cambios a nivel
legal son más significativos. El apartado b) del artículo 16.2 en
la redacción de la reforma contiene una regulación más exten-
sa, sistemática, y al mismo tiempo más concreta que la estable-
cida en la normativa anterior que sólo disponía una insuficien-
te y brevísima referencia a la planificación preventiva16:

“b) Si los resultados de la evaluación prevista en el párrafo a)
pusieran de manifiesto situaciones de riesgo, el empresario
realizará aquellas actividades preventivas necesarias para eli-
minar o reducir y controlar tales riesgos. Dichas actividades
serán objeto de planificación por el empresario, incluyendo
para cada actividad preventiva el plazo para llevarla a cabo, la
designación de responsables y los recursos humanos y mate-
riales necesarios para su ejecución.”

En realidad, este apartado es una acertada síntesis de los
artículos 8 y 9 del Reglamento de los Servicios de Prevención
que contienen la normativa reglamentaria en lo relativo a la
planificación preventiva, concretando y resaltando con rango
legal una obligación no menos importante y necesaria que la
evaluación de riesgos. Por lo demás, el penúltimo párrafo del
artículo 16.2.b) en la redacción de la Ley de Reforma estable-
ce con firmeza la obligación del empresario de:

“(...) asegurarse de la efectiva ejecución de las actividades
preventivas incluidas en la planificación, efectuando para ello
un seguimiento continuo de la misma”.

Y es que Plan, evaluación y planificación preventiva no tienen
utilidad alguna sino se plasma en una modificación real de las

SE CONTIENE UNA 
REGULACIÓN MÁS 

EXTENSA, SISTEMÁTICA Y,
AL MISMO TIEMPO, MÁS

CONCRETA EN MATERIA DE
PLANIFICACIÓN PREVENTIVA

QUE LA ESTABLECIDA EN
LA NORMATIVA ANTERIOR
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(16) “La acción preventiva en la empresa se planificará por el empresario a partir de una evaluación inicial de riesgos...”,
artículo 16.1 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales de 1995.
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condiciones de trabajo de los operarios, en una eliminación o reducción de los riesgos
advertidos.

Las modificaciones de los artículos a), b) y c) de apartado 1 del artículo 23 van en dos
sentidos: por una parte incluir la necesaria documentación del nuevo instrumento: el
Plan de Prevención de riesgos laborales, y, por otro, siguiendo la línea de antiformalismo
de la Ley de Reforma, se introducen reiteradamente referencias que ligan la obligación
documental a la substantiva para obviar el riesgo del cumplimiento meramente formal
de la norma que aleje del significado real de la misma.

Una modificación igualmente obligada era, por ende, la de las obligaciones de los
Servicios de Prevención dado que era necesario determinar la obligación de asesorar e
informar sobre los nuevos instrumentos. De esta forma, el artículo cuarto de la Ley de
Reforma modifica las funciones de los Servicios de Prevención, añadiendo al artículo
31.3 un apartado y modificando otro17. Desde la misma perspectiva, completar las fun-
ciones de una figura jurídica esencial en el ámbito preventivo en orden a la modifica-
ción, hay que contemplar la modificación del artículo 39.1.a) por el artículo quinto bajo
la rúbrica “Competencias del Comité de Seguridad y Salud”.

B) El “recurso preventivo” una nueva figura jurídica en el orden preventivo

El “recurso preventivo” es una nueva figura que introduce en el mundo de la organiza-
ción de la Prevención de Riesgos Laborales la Ley de Reforma en su artículo cuarto bajo
la rúbrica “Organización de recursos para las actividades preventivas”. Si quisiéramos
buscarle un antecedente normativo, el mismo sería el del vigilante de seguridad del artí-
culo 9 de la Ordenanza General de Seguridad e Higiene de 9 de marzo de 1971. Sin
embargo, si bien el origen de su designación, la empresa, es el mismo, la finalidad es dis-
tinta, mucho más concreta en este nuevo instrumento.

a) Circunstancias en que son necesarios los recursos preventivos

Bajo el no muy acertado nombre de “recursos preventivos” se estructura en realidad una
serie de sujetos dotados de los medios necesarios nombrados por el empresario para
“vigilar el cumplimiento de las actividades preventivas”18 cuando concurra alguna de
estas circunstancias:

“a) Cuando los riesgos puedan verse agravados o modificados en el desarrollo del proce-
so o la actividad, por la concurrencia de operaciones diversas que se desarrollan sucesiva

[18]

(17) El apartado a) del artículo 31.3 es el siguiente: “a) El diseño, implantación y aplicación de un plan de prevención de
riesgos laborales que permita la integración de la prevención en la empresa”. La letra c) del apartado 3 queda redactado
de la forma siguiente: “c) La planificación de la actividad preventiva y la determinación de las prioridades en la adopción
de las medidas preventivas y la vigilancia de su eficacia”.

(18) Nuevo artículo 32 bis de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales en la redacción de la Ley de Reforma.



o simultáneamente y que hagan preciso el control de la correcta aplicación de los métodos
de trabajo.

b) Cuando se realicen actividades o procesos que reglamentariamente sean considerados
como peligrosos o con riesgos especiales.

c) Cuando la necesidad de dicha presencia sea requerida por la Inspección de Trabajo y
Seguridad Social, si las circunstancias del caso así lo exigieran debido a las condiciones de
trabajo detectadas”19.

Todos y cada uno de los apartados plantean problemas de interpretación, configurándo-
se a excepción del apartado b) como verdaderos, parafraseando la institución jurídica de
concepto jurídico indeterminado, apartados jurídicos indeterminados, que sólo a través
de la casuística, de la visión del supuesto concreto pueden comprenderse.

El primer supuesto se concreta en situaciones en las que el proceso productivo ordinario
es modificado por la conjunción de operaciones –mantenimiento, reparaciones, modifi-
cación de instalaciones, etc.– que suponen el agravamiento o modificación de los riesgos
conocidos, haciendo necesario el seguimiento de las operaciones productivas con el fin
de obviar o reducir el riesgo. A mi juicio, en este primer supuesto, se pueden sumergir
directamente las situaciones de aplicación de las reglas de coordinación preventiva.
Resulta curioso que la Ley de Reforma no establezca modificación alguna directamente
del artículo 24 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales, a salvo de la remisión regla-
mentaria que luego se comentará, y, empero, establezca una norma destinada a estable-
cer reglas de actuación en los supuestos de coincidencia de empresas y, por ende, reglas
de coordinación preventiva.

El segundo supuesto nos introduce ante una norma en blanco, una remisión reglamen-
taria. Cuando se den las actividades que reglamentariamente se consideran como peli-
grosas o con riesgos especiales se hace obligada la presencia de los recursos preventivos.
Claramente será necesaria esa presencia en los supuestos en los que se efectúa específica-
mente tal declaración20. Más complejo resulta dirimir la exigencia de esta presencia cuan-
do no se efectúa una declaración específica de esta peligrosidad y, sin embargo, la norma
ha previsto una serie de medidas especiales ante tales actividades21.Tal vez sería necesario
evitar la insoslayable dispersión y complejidad que supone esta remisión a través del desa-
rrollo reglamentario en el que se determinen y precisen los procesos y actividades en los
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[19]

(19) Artículo 32 bis, bajo la rúbrica “Presencia de los recursos preventivos”, en su número 1, en la redacción dada por el
artículo Cuarto.3 de la Ley de Reforma.

(20) Entre otras, y sólo a título de ejemplo, las contenidas en el Decreto 2414/1961, de 30 de noviembre, por el cual se
aprueba el Reglamento de actividades molestas, insalubres, nocivas y peligrosas, en todo lo que este Decreto no esté dero-
gado; las contenidas en el Anexo I, en relación con el artículo 2, del Real Decreto 665/1997, de 12 de mayo, sobre pro-
tección de los trabajadores contra los riesgos relacionados con la exposición a agentes cancerígenos durante el trabajo (BOE
de 24 de mayo).

(21) El ejemplo paradigmático es el del Anexo I del Reglamento de los Servicios de Prevención, sin perjuicio, de que algu-
na de las actividades en él contenidas por mor de otra declaración reglamentaria sí que claramente exijan la presencia de
los recursos preventivos.
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que se hace necesario la presencia de los recursos preventivos por la concurrencia de tales
circunstancias de peligrosidad o de riesgos especiales.

El tercero de los supuestos supone añadir una nueva facultad al ya importante elenco de
las mismas en el ámbito de la Prevención de Riesgos Laborales de la Inspección de Trabajo
y Seguridad Social. El Inspector actuante, si las “circunstancias del caso así lo exigieran
debido a las condiciones de trabajo detectadas”, requerirá la presencia de los recursos
preventivos. La ambigüedad de la norma no puede ser mayor. El único referente para la
exigencia de estos recursos preventivos es la apreciación por el Inspector actuante de unas
condiciones de trabajo que a su leal saber y entender hicieran necesaria la presencia de
estos recursos preventivos. Es obvio que dentro de la legalidad constitucional no puede
admitirse que esta facultad es incontrolable y que los tribunales, más tarde que tempra-
no, establecerán unas pautas de control de la misma. La indefinición del precepto aboca
a la socorrida subsanación de esta problemática a través de la Circular o Resolución admi-
nistrativa que sin duda establecerá las pautas de la actividad inspectora ante este nuevo
instrumento de actuación. No obstante, hubiera sido más adecuado a la seguridad jurí-
dica de actuantes y responsables administrativos la precisión normativa de las situaciones
en las cuales esta facultad puede ser ejercida.

b) Tipología de los recursos preventivos

El nuevo 32 bis.2 establece que: “el empresario podrá asignar la presencia a los siguien-
tes recursos preventivos:

a) Uno o varios trabajadores designados de la empresa.

b) Uno o varios miembros del servicio de prevención propio de la empresa.

c) Uno o varios miembros del o los servicios de prevención ajenos concertados por la
empresa”.

La composición e integración de los recursos preventivos está directamente relacionada
con el modelo de Servicio de Prevención por el que haya optado o se haya visto obliga-
do a elegir el empresario –supuesto del servicio de prevención propio–, si bien no se
establece ninguna vinculación obligatoria para el supuesto, muy habitual, de utilización
conjunta de diversas modalidades de Servicio de Prevención por una sola empresa. Sin
embargo, el número 4 del citado 32 bis prevé que el empresario:

“(...) podrá asignar la presencia de forma expresa a uno o varios trabajadores de la empre-
sa que, sin formar parte del servicio de prevención propio ni ser trabajadores designados,
reúnan los conocimientos, la cualificación y la experiencia necesarios en las actividades o
procesos a que se refiere el apartado 1 y cuenten con la formación preventiva correspon-
diente, como mínimo, a las funciones del nivel básico”.

[20]



Ante la ausencia de limitaciones para este supuesto podemos
encontrarnos con que la regla general, la asignación de parte
de los medios humanos del Servicio de Prevención, para inte-
grar los recursos preventivos puede convertirse fácticamente
en la excepción si los empresarios recurren con carácter gene-
ral a esta posibilidad.

c) La articulación de los recursos preventivos

El principal problema que se plantea en relación a la dotación
de los recursos preventivos es muy similar al que se ha gene-
rado y continúa respecto los Servicios de Prevención. La deter-
minación de la formación y medios humanos y materiales que
deben poseer. El Reglamento de los Servicios de Prevención
optó, desafortunadamente ante los resultados obtenidos22 por
remitir la cualificación, número y medios de las modalidades
internas de los Servicios de Prevención a la regulación pacti-
cia. La Ley no ha optado directamente por esta vía, pero se
inserta en la misma ambigüedad al estar constituidos en prin-
cipio los recursos preventivos por medios humanos de los
Servicios de Prevención o por trabajadores cuya formación
será “correspondiente como mínimo, a las funciones del nivel
básico”, determinación claramente insuficiente en cuanto que
es obvio que habrá situaciones que requerirán otra formación.
No obstante, la norma no da los criterios para especificar
cuándo será necesario que los integrantes de los recursos pre-
ventivos tengan una formación superior.

Para finalizar, adviértase que la integración de los recursos pre-
ventivos deberá ser informada previamente por los delegados
de prevención de conformidad a lo previsto en los artículos
36.1.c) y 33.1.b) de la Ley de Prevención de Riesgos
Laborales.

DONDE EXISTE UNA 
IMPORTANTE MODIFICACIÓN

EN MATERIA DE 
COORDINACIÓN 
DE ACTIVIDADES 

EMPRESARIALES ES 
EN LAS OBRAS DE 
CONSTRUCCIÓN
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[21]

(22) No comparto en absoluto la visión positiva que MERCADER UGUINA y MUÑOZ RUIZ plantean de la negociación
colectiva en materia de Prevención de Riesgos Laborales, al menos en lo que respecta a la cuestión de la organización pre-
ventiva –MERCADER UGUINA, Jesús. R. y MUÑOZ RUIZ, Ana Belén, “El futuro de la negociación colectiva en materia de
prevención de riesgos laborales”, Aranzadi Social, núm. 14, noviembre de 2002, págs. 73 y 74–. Para estos autores, “la orga-
nización preventiva es un ámbito lo suficientemente dúctil para ser tratado por medio de la negociación colectiva, de tal
forma que los convenios podrán imponer formas organizativas, excluyendo otras a disposición del empresario...” –ibidem,
pág. 73. Sin embargo, la realidad nos demuestra el paladino desinterés de los agentes sociales por la organización preven-
tiva. De hecho, la remisión que la Disposición Adicional Séptima del Reglamento de los Servicios de Prevención ha efec-
tuado en cuanto a los medios, cualificación y dedicación de los trabajadores designados y servicios de prevención propio,
ha resultado, a salvo de las honrosas excepciones que se quiera, un tremendo fracaso, causando una verdadera laguna nor-
mativa.
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3. LAS REMISIONES REGLAMENTARIAS Y LOS CAMBIOS EN EL ÁMBITO DE LA
COORDINACIÓN PREVENTIVA

Como es característico en cualquier producto normativo español, la Ley contiene diversas
referencias al desarrollo reglamentario y algunas de ellas, como la referencia del nuevo 16.1
de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales a la concreción del plan de prevención, o las
situaciones en las que son necesarios los recursos preventivos conforme al apartado 1.b) del
reciente 32 bis, ya han sido mencionadas, otras como las referentes a la nueva organización
de las actividades de control y comprobación de las condiciones de salud y seguridad en el
trabajo se analizarán más tarde. Como en otras ocasiones, estas remisiones reglamentarias
imponen una zona de vacío, de inseguridad jurídica hasta que sean completadas mediante
el cumplimiento del mandato legal, lo cual si es nocivo en otros campos, más lo es en éste
donde la vida, la seguridad y la salud de los trabajadores está en juego.

Sin embargo, existe una mención al desarrollo reglamentario realmente sorprendente.

Y es que el artículo tercero de la Ley añade al artículo 24, relativo a la coordinación de
actividades empresariales, un nuevo apartado, el 6:

“6. Las obligaciones previstas en este artículo serán desarrolladas reglamentariamente.”

Apartado de dudosa necesidad que nos induce a pensar que la incapacidad de los agentes
sociales para llegar a un acuerdo en este tema, así como la del Gobierno por concretar los
necesarios sistemas de coordinación reglamentariamente, ha sido suplida por una declara-
ción de voluntad de rango legal completamente innecesaria. Han pasado 7 años desde la
vigencia de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales y a pesar de los diversos proyectos de
RD no ha habido un desarrollo reglamentario de tan importante materia. El apartado 6 del
artículo 24 supone tan sólo una nueva demora, un nuevo paréntesis ante la proximidad del
nuevo proceso electoral, dejando sin modificar ni desarrollar un precepto que regula la coor-
dinación preventiva “de forma simplista, ignorando la dificultad de enmarcar en el fenóme-
no de la descentralización productiva las múltiples circunstancias y funciones que se dan en
las relaciones entre empresas.”23Y es que cualquiera que se ha enfrentado a la cuestión de la
coordinación entre empresas en materia de Prevención de Riesgos Laborales conoce que uno
de los primeros problemas es la generalidad del artículo 24 que ofrece unas líneas tan amplias
y generosas en esta materia que ni siquiera puede reseñarse que configura un marco acep-
table para guiar el comportamiento tanto de aquellos que deben cumplir el precepto como
de los que deben exigir su cumplimiento24. Esperemos que el nuevo apartado sea la expre-
sión de un real compromiso que fructificará en el imprescindible desarrollo reglamentario.

[22]

(23) MATEOS BEATO,A., “Coordinación de actividades empresariales en la Ley de Prevención de Riesgos Laborales”, Revista
de Información Laboral-Legislación y Convenios, núm. 11, 16 de abril de 2003, pág. LN. 13.

(24) Entre los intentos de concretar las obligaciones en materia de coordinación de actividades empresariales en materia
de Prevención de Riesgos Laborales pueden consultarse, MATEOS BEATO, A., ibidem, págs. LN 10 a 25; y los trabajos no
publicados de SÁNCHEZ IGLESIAS, A.L., Coordinación de actividades empresariales en materia de Prevención; y en el ámbito de la
Construcción, GÓNZALEZ LABRADA, M., La coordinación de la actividad preventiva en las obras de Construcción.



Donde sí existe una importante modificación en materia de coordinación de actividades
empresariales es en las obras de construcción. El artículo séptimo de la Ley, bajo la rúbri-
ca “Coordinación de actividades empresariales en las obras de construcción” añade una
nueva Disposición Adicional, la decimocuarta, bajo la rúbrica “Presencia de los recursos
preventivos en las obras de construcción” que establece la aplicación de la normativa con-
tenida en el artículo 32 bis sobre recursos preventivos a las obras de construcción regu-
ladas por el RD 1627/1997, de 24 de octubre, pero 

“con las siguientes especialidades:

a) La preceptiva presencia de recursos preventivos se aplicará a cada contratista.

b) En el supuesto previsto en apartado 1, párrafo a), del artículo 32 bis, la presencia de los
recursos preventivos de cada contratista será necesaria cuando, durante la obra, se desarro-
llen trabajos con riesgos especiales, tal y como se definen en el citado Real Decreto.

c) La preceptiva presencia de recursos preventivos tendrá como objeto vigilar el cumpli-
miento de las medidas incluidas en el plan de seguridad y salud en el trabajo y comprobar
la eficacia de las mismas”.

En realidad, lo que establece la Disposición Adicional transcrita es ciertas limitaciones y
concreciones. Limitaciones en cuanto que sólo el contratista o contratistas, y, por tanto,
no el subcontratista, están obligados a dotar la presencia de los recursos preventivos.
Concreción ya que determina que las circunstancias en que será necesaria la presencia de
los recursos preventivos: los expuestos en el Anexo II del Real Decreto 1627/199725. Sin
embargo, el recurso al Anexo II no supone, como puede deducirse de la lectura del pre-
cepto transcrito una solución absoluta puesto que algunos apartados de esa disposición
también poseen una importante carga de indeterminación.

El apartado 2 de la Disposición Adicional Decimocuarta26 es tan sólo un recordatorio: la
presencia de los recursos preventivos de los contratistas en las obras no conlleva una ami-
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[23]

(25) “1. Trabajos con riesgos especialmente graves de sepultamiento, hundimiento o caída en altura, por las particulares
características de la actividad desarrollada, los procedimientos aplicados, o el entorno del puesto de trabajo.
2. Trabajos en los que la exposición a agentes químicos o biológicos suponga un riesgo de especial gravedad, o para los
que la vigilancia específica de la salud de los trabajadores sea legalmente exigible.
3. Trabajos con exposición a radiaciones ionizantes para los que la normativa específica obliga a la delimitación de zonas
controladas o vigiladas.
4.Trabajos en la proximidad de líneas eléctricas de alta tensión.
5.Trabajos que expongan a riesgo de ahogamiento por inmersión.
6. Obras de excavación de túneles, pozos y otros trabajos que supongan movimientos de tierra subterráneos.
7.Trabajos realizados en inmersión con equipo subacuático.
8.Trabajos realizados en cajones de aire comprimido.
9.Trabajos que impliquen el uso de explosivos.
10.Trabajos que requieran montar o desmontar elementos prefabricados pesados.”

(26) “2. Lo dispuesto en el apartado anterior se entiende sin perjuicio de las obligaciones del coordinador en materia de
seguridad y salud durante la ejecución de la obra.”
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noración de las obligaciones del coordinador en materia de seguridad y salud durante la
ejecución de la obra.

4. LA NORMATIVA SOBRE INFRACCIONES Y SANCIONES EN EL ORDEN DE
PREVENCIÓN DE RIESGOS LABORALES

A) La ausencia de modificaciones en materia de sujetos responsables

El Capítulo II de la Ley de Reforma contiene las modificaciones a la Ley de Infracciones y
Sanciones de 4 de agosto de 2000. A mi juicio, aquí se encuentra lo mejor y lo peor de la
Ley de Reforma. Lo peor no por exceso, sino por defecto. La Ley posee algunos cambios
importantes, pero no va tan lejos como sería necesario para implicar adecuadamente a la
Administración Sancionadora Laboral en el compromiso que la legislación preventiva
impone a los sujetos obligados. Ya sabemos que sujeto obligado no es automáticamente
sujeto responsable en cualquier orden. En la normativa sancionadora administrativa en
materia de prevención de riesgos laborales, tenemos magníficos ejemplos. Así, el incum-
plimiento de las obligaciones del fabricante, importador y suministrador del artículo 41
de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales; de los coordinadores de seguridad y salud
en las obras de construcción ya sean durante el proyecto27 o durante la ejecución de la
obra28; no tienen un correlato sancionador en el orden sancionador administrativo pre-
ventivo, sino en otros órdenes ajenos –el Derecho Sancionador de Industria o el orden
civil o penal– lo que implica en numerosos casos, bien el necesario recurso a un proceso
de comunicación entre Administraciones en una forma compleja y no adecuadamente
reglada o bien sencillamente la impunidad del infractor. De esta forma, las dos modifica-
ciones que en materia de sujetos responsables establece el número uno del artículo nove-
no de la Ley no imponen, como hubiere sido deseable, cambio alguno en el elenco de
sujetos responsables en el ámbito analizado deseable. Modificar el número 8 del artículo 2
de la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social para considerar como sujetos res-
ponsables a los “empresarios titulares de centro de trabajo” junto a los sujetos ya enun-
ciados, no supone sino corregir una mera omisión formal del anterior texto legal, puesto
que ya con claridad el artículo 42.3 de la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden
Social imponía esta responsabilidad, como heredero directo del artículo 42.2 de la Ley de
Prevención de Riesgos Laborales de 8 de noviembre de 1995. Junto al aspecto antes apun-
tado de no ampliación del abanico de sujetos responsables otra de las facetas negativas de
la Ley de Reforma es no haber aprovechado el mismo para modificar el mecanismo de res-
ponsabilidad solidaria del empresario principal insertado por la Ley de Prevención de
Riesgos Laborales, regresando a la responsabilidad individualizada en función de su con-
ducta de empresario principal y contrata de la Ley de Infracciones y Sanciones de 1987,
mucho más efectiva y con menos complejidad que la anterior en cuanto que añade a la
insoslayable y espinosa cuestión de la culpabilidad, problemas insolventables como el de

[24]

(27) Artículo 8.3 del RD 1627/1997, de 24 de octubre.

(28) Artículo 9 del RD 1627/1997, de 24 de octubre.



la interpretación de los requisitos que deben concurrir para la
existencia de la responsabilidad29 –paradigmático y vivo ejemplo
es la jurisprudencia sobre el concepto de “propia actividad”–.

La siguiente modificación, la adición de la expresión “de los
diferentes sujetos responsables”, no supone modificación
alguna de la normativa vigente, puesto que su inconcreción no
viene acompañada de preceptos que determinen modificación
alguna en esta materia.

B) Las modificaciones en normativa sancionadora en el ámbito de la gestión
preventiva

a) Las modificaciones operadas en las infracciones existentes
y las nuevas infracciones graves

El artículo 10 de la Ley de Reforma contiene las modificacio-
nes operadas sobre el artículo 12 de la Ley de Infracciones y
Sanciones, el precepto legal que posee en su seno el total de
infracciones calificadas como graves en materia de Prevención
de Riesgos Laborales. Dentro del mismo podemos encontrar
muy diversas modificaciones:

A) Aquellas que adaptan la normativa sancionadora a los cambios
que introduce la Ley de Reforma en las obligaciones empresa-
riales derivadas de la Ley de Prevención de Riesgos laborales:

– “Incumplir la obligación de integrar la prevención de riesgos
laborales en la empresa, a través de la implantación y aplicación
de un plan de prevención, con el alcance y contenido estable-
cidos en la normativa de prevención de riesgos laborales.”
–nuevo artículo 12.1.a) en la redacción de la Ley de Reforma–.

– “No llevar a cabo las evaluaciones de riesgos y, en su caso,
sus actualizaciones y revisiones, así como los controles perió-
dicos de las condiciones de trabajo y de la actividad de los tra-
bajadores que procedan, o no realizar aquellas actividades de
prevención que hicieran necesarias los resultados de las
evaluaciones con el alcance y contenido establecidos en la
normativa sobre prevención de riesgos laborales.” –nuevo
apartado 12.1.b) en la redacción de la Ley de Reforma (se
reseña en negrita la modificación)–.

JUNTO A LA NO AMPLIACIÓN
DEL ELENCO DE SUJETOS

RESPONSABLES OTRA
PARTE NEGATIVA ES NO

HABER MODIFICADO 
EL MECANISMO DE 
RESPONSABILIDAD 

SOLIDARIA DEL 
EMPRESARIO PRINCIPAL
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[25]

(29) Confer, sobre esta materia, PÉREZ CAPITÁN, L., “La responsabilidad administrativa en los supuestos de contratas y sub-
contratas en el Derecho Sancionador de la Seguridad y Salud en el Trabajo (un análisis del artículo 42.3 de la LISOS)”,
Justicia Laboral, núm. 12, noviembre de 2002, págs. 13 a 35.
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– “Incumplir la obligación de efectuar la planificación de la actividad preventiva que
derive como necesaria de la evaluación de riesgos, o no realizar el seguimiento de la
misma, con el alcance y contenido establecidos en la normativa de prevención de riesgos
laborales.” – nuevo número 6 del artículo 12 de la Ley de Infracciones y Sanciones en el
Orden Social (se reseña en negrita lo añadido)–.

– “No adoptar el empresario titular del centro de trabajo las medidas necesarias para
garantizar que aquellos otros que desarrollen actividades en el mismo reciban la infor-
mación y las Instrucciones adecuadas sobre los riesgos existentes y las medidas de pro-
tección, prevención y emergencia, en la forma y con el contenido establecidos en la
normativa de prevención de riesgos laborales.” –nuevo número 14 del artículo 12 de
la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social–

– “a) No designar a uno o varios trabajadores para ocuparse de las actividades de pro-
tección y prevención en la empresa o no organizar o concertar un servicio de prevención
cuando ello sea preceptivo, o no dotar a los recursos preventivos de los medios que
sean necesarios para el desarrollo de las actividades preventivas.

b) La falta de presencia de los recursos preventivos cuando ello sea preceptivo o el
incumplimiento de las obligaciones derivadas de su presencia.” –nuevo número 15 del
artículo 12 de la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social–.

B) Modificaciones del artículo sobre los incumplimientos que afectan al sistema de ges-
tión de la prevención de riesgos laborales.

– Algunas de las modificaciones son meramente intentos de solución de posibles lagu-
nas legales:

– Como incluir conforme al apartado 5 del artículo 10 de la Ley de Reforma la referen-
cia a “los trabajadores designados” junto al servicio de prevención en el apartado 19 del
artículo 12. Referencia a mi juicio innecesaria puesto que la Ley de Infracciones y
Sanciones con el término de Servicio de Prevención no se refería tan sólo a Servicio de
Prevención Ajeno, sino a cualquier modalidad de Servicio de Prevención, entre las que se
halla y hallaba la constituida por trabajadores designados.

– Añadir un nuevo número 25 –artículo 10.8 de la Ley de Reforma– en el que se reseña
como infracción:

“Incumplir las obligaciones derivadas de actividades correspondientes a las personas o
entidades que desarrollen la actividad de auditoría del sistema de prevención de las empre-
sas, de acuerdo con la normativa aplicable.”

[26]



Este nuevo número era imprescindible. Hasta su entrada en vigor las entidades auditoras
tenían un gran número de obligaciones30, cuyo incumplimiento no acarreaba sanción
alguna, lo que era sencillamente incomprensible. Sin embargo, en relación con las audi-
torías debemos lamentar el que la Ley de Reforma no haya introducido la exigencia de la
auditoría a nivel legal; y en, segundo lugar, que no se haya extendido la obligación de
la auditoría a todas las empresas con independencia del modelo de Servicio de Prevención
que hubiera elegido31.

– Añadir un nuevo número 26 –artículo 10.9 de la Ley de Reforma– en el que se reseña
como infracción:

“Incumplir las obligaciones derivadas de actividades correspondientes a entidades acredi-
tadas para desarrollar y certificar la formación en materia de prevención de riesgos labora-
les, de acuerdo con la normativa aplicable.”

A diferencia del anterior número 25, dudamos que este párrafo suponga una mayor efi-
cacia de las entidades formativas. Como ya se reseña supra lo importante es aumentar la
calidad de las entidades formativas a través del aumento de los niveles, no establecer san-
ciones sin utilidad práctica.

C) Modificaciones en el ámbito de los incumplimientos que afectan a las obligaciones
impuestas por el RD 1627/1997, de 24 de octubre, por el que se establecen las disposi-
ciones mínimas de seguridad y salud en las obras de construcción móviles o temporales.
Tal vez sea este apartado el más interesante e innovador en cuanto intenta armonizar la
normativa infractora con las obligaciones establecidas en el mencionado RD.Y es que para
cualquier estudioso con una visión práctica de esta faceta de la Seguridad y Salud, eran
claras las disfuncionalidades existentes entre el RD y la normativa represora de: primero
la Ley de Prevención de Riesgos Laborales de 1995, y después la Ley de Infracciones y
Sanciones en el Orden Social de 2000. Dentro de este apartado pueden agruparse las
infracciones del siguiente modo:

– Infracciones relativas al Plan de seguridad y Salud en el Trabajo. Como sabemos el Plan de
Seguridad y Salud en el Trabajo es conforme el artículo 7 del RD 1627/1997 una obliga-
ción del o de los contratistas. Frente a la austera regulación infractora de la Ley de
Infracciones y Sanciones de 2000, heredera de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales de
1995, la Ley de Reforma contempla todo un abanico de incumplimientos al añadir el núme-
ro 23 al artículo 12 que contiene las siguientes infracciones en torno al plan de seguridad:
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(30) Cumplimiento de los objetivos de la auditoría –artículo 30 del Reglamento–; requisitos de la auditoría –artículo 32
del Reglamento de los Servicios de Prevención–; documentación de la auditoría –artículo 31 del Reglamento de los
Servicios de Prevención–; nivel formativo de las personas que realizan la auditoría –artículo 32.1 del Reglamento de los
Servicios de Prevención en relación con el artículo 4 de la Orden de 27 de junio de 1997, por el cual se desarrolla el RD
39/1997, de 17 de enero, en relación con las condiciones de acreditación de las entidades especializadas como servicios
de prevención ajenos a las empresas, de autorización de las personas o entidades especializadas que pretendan desarrollar
la actividad de auditoría del sistema de prevención de las empresas y de autorización de las entidades públicas o privadas
para desarrollar y certificar actividades formativas en materia de prevención de riesgos laborales–.

(31) Muchas empresas eligen el Servicio de Prevención Ajeno como una forma de eludir la obligación de la auditoría.
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“a) Incumplir la obligación de elaborar el plan de seguridad y salud en el trabajo con el
alcance y contenido establecidos en la normativa de prevención de riesgos laborales, en
particular por carecer de un contenido real y adecuado a los riesgos específicos para la
seguridad y la salud de los trabajadores de la obra o por no adaptarse a las características
particulares de las actividades o los procedimientos desarrollados o del entorno de los
puestos de trabajo32.

b) Incumplir la obligación de realizar el seguimiento del plan de seguridad y salud en el
trabajo, con el alcance y contenido establecidos en la normativa de prevención de ries-
gos laborales.”

El primer inciso del apartado a) no es sino una traslación del número 6 de la Ley de
Infracciones y Sanciones en el Orden Social de 2000. No puede decirse lo mismo del
segundo inciso del apartado a) que contiene un cambio esencial en la redacción norma-
tiva, siguiendo la línea antiformalista y substantiva que es común en la Ley de Reforma.
Cualquiera que haya examinado un plan de seguridad y salud habrá advertido que, en
numerosos casos, por no decir la mayoría, éstos parecen haber sido redactados para toda
obra y lugar, a través de la utilización de contenidos normalizados se convierte una de
las obligaciones más importantes en las obras de construcción: la redacción de un plan
de seguridad como compendio de todas y cada una de las medidas a tomar en cada fase
de la obra, en una especie de “vademécum” que contiene toda o gran parte de la nor-
mativa y práctica de la seguridad e higiene en una obra a través del amontonamiento
ingente de folios sin ningún tipo de utilidad práctica. Sin duda la referencia “contenido
real y adecuado a los riesgos específicos (...) o por no adaptarse a las características par-
ticulares de las actividades o los procedimientos desarrollados o del entorno de los pues-
tos de trabajo” va directamente a atacar este tipo de comportamientos. Sin embargo, de
nada sirve el penar esta conducta respecto al contratista cuando la realidad y la normati-
va nos demuestra que el contratista en la mayor parte de los casos se ve vinculado por un
documento: el estudio de seguridad y salud que posee los mismos vicios antes reseña-
dos, sin que pueda el contratista hacer nada por modificar tal situación, por ello, será
esencial el número 24 que luego comentaremos.

En cuanto al apartado b), nos encontramos ante un párrafo de redacción compleja, ¿qué
debemos entender por “seguimiento”? Pese a que seguimiento terminológicamente no
es en absoluto lo mismo que “cumplimiento” o “ejecución”, en cuanto que parece que
el primer vocablo hace referencia a control, no puede entenderse otra cosa que estamos
ante el incumplimiento de la obligación del contratista, subcontratista y trabajador autó-
nomo33 de ejecutar y hacer ejecutar a las personas por ellos contratadas las medidas pre-
ventivas fijadas en el plan de seguridad y salud.

[28]

(32) En el Informe de la Ponencia se suprimió el siguiente párrafo: “b) Incumplir la obligación de elaborar el plan de
seguridad y salud en el trabajo, mediante alteraciones, en fraude de ley, en el volumen de la obra o en el número de los
trabajadores.” Sin duda al considerarlo como tautológico al hallarse incluida la conducta descrita en este párrafo como vul-
neración del artículo 4 del RD 1627/1997 en el genérico apartado a) de este mismo nuevo precepto.

(33) Artículos 11.2 y 12.2, respectivamente, del RD 1627/1997.



– Infracciones del promotor. El número 7 del artículo 10 de la
Ley de Reforma contiene la adición de un nuevo número, el
24, al artículo 12, en el que se desarrollan con profusión, a
diferencia del texto que modifica, las infracciones del promo-
tor de obra del RD 1627/199734:

“a) No designar los coordinadores en materia de seguridad y
salud cuando ello sea preceptivo.

b) Incumplir la obligación de que se elabore el estudio o, en
su caso, estudio básico de seguridad y salud, cuando ello sea
preceptivo, con el alcance y contenido establecidos en la nor-
mativa de prevención de riesgos laborales, o cuando tales
estudios presenten deficiencias o carencias significativas y
graves en relación con la seguridad y la salud en la obra.

c) No adoptar las medidas necesarias para garantizar, en la
forma y con el alcance y contenido previstos en la normativa
de prevención, que los empresarios que desarrollan activida-
des en la obra reciban la información y las instrucciones ade-
cuadas sobre los riesgos y las medidas de protección, preven-
ción y emergencia.

d) No cumplir los coordinadores en materia de seguridad y
salud las obligaciones establecidas en el artículo 9 del RD
1627/1997 como consecuencia de su falta de presencia,
dedicación o actividad en la obra.

e) No cumplir los coordinadores en materia de seguridad y
salud las obligaciones, distintas de las citadas en los párrafos
anteriores, establecidas en la normativa de prevención de
riesgos laborales cuando tales incumplimientos tengan o
puedan tener repercusión grave en relación con la seguridad
y salud en la obra.”

El nuevo número 24 con toda la problemática que conlleva
supone una acertada innovación, al subsanar una serie de pro-
blemas que venían arrastrándose desde la aprobación del RD
1627/1997. En la normativa a la que pretende suceder, no
existen menciones específicas a la figura del promotor a salvo
del número 14 del artículo 12 que desarrolla una redacción
muy similar a la que aporta el apartado c) arriba trascrito. De
este modo, cuando la Inspección de Trabajo y Seguridad Social
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(34) Recordemos que el artículo 2.1.c) del citado RD define como promotor a: “cualquier persona física o jurídica por
cuenta de la cual se realice una obra”.

SE DESARROLLAN 
CON PROFUSIÓN 

LAS INFRACCIONES DEL
PROMOTOR, LO CUAL

SUPONE UNA ACERTADA
CORRECCIÓN A 

LA CONFUSA SITUACIÓN
ANTERIOR
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y la Autoridad Laboral efectuaba la actuación sancionadora propia frente a los promoto-
res que incumplían sus obligaciones tenía que acudir como preceptos tipificadores, o
bien a normas que eran un cajón de sastre –los números 4 o 5 del artículo 11–, o bien
interpretar de una forma generosa la conducta descrita en el citado apartado 14. La nueva
redacción supone una importante corrección a esta confusa situación. No olvidemos,
empero, que la jurisprudencia se había inclinado por considerar que la no elaboración
del estudio de seguridad se incardinaba como infracción en el artículo 12.6 de la Ley de
Infracciones y Sanciones en el Orden Social35.

Por otro lado, el apartado b), equivalente en cuanto a la obligación del Estudio de
Seguridad al apartado a) del artículo 23, relativo al Plan, tiene incluso mayor importan-
cia que su homólogo, puesto que en la fase de elaboración de la Ley de reforma, fase en
la que se confecciona el estudio de seguridad y salud de la obra como parte indisoluble
de aquél, es cuando los técnicos competentes deben verter todo su conocimiento en efec-
tuar un documento adecuado a la obra concreta, y no como sorprendentemente sucede
con gran frecuencia un documento válido para todo tipo de obra y lugar que si bien lleva
la firma que avala la adecuación del mismo, su contenido es realmente inútil si con él se
desea conocer realmente cuáles son las medidas preventivas que es necesario aplicar a
cada fase de la obra. Es ésa la incidencia del nuevo inciso: “con el alcance y contenido
establecidos en la normativa de prevención de riesgos laborales, en particular por tener
los estudios deficiencias o carencias significativas en relación con la seguridad y salud en
la obra”. Sin embargo, la redacción de este apartado es singularmente distinta a la del
apartado a) del 23, configurando una redacción confusa con excesivas puertas abiertas y
caminos de debate. ¿Qué debemos entender por “deficiencias o carencias significativas”?
Tal vez aquellas de las que se pueda desprender un riesgo para la salud o seguridad de
los trabajadores, ya sea por la omisión de medidas preventivas a riesgos específicos, ya
sea por el establecimiento de medidas inadecuadas a la actividad o tarea. En todo caso,
optamos por considerar que a pesar de la diferente redacción las obligaciones protegidas
por ambos apartados van a tener un alcance muy similar, en cuanto que tanto el artículo
5 como el 6, relativos a los dos tipos de estudio de seguridad y salud en la obra, consi-
deran éste como el documento en el que se precisan entre otras cosas, los riesgos y medi-
das técnicas a aplicar para evitarlos en la obra, con lo que “el alcance y contenido esta-
blecidos en la normativa sobre prevención de riesgos laborales”, no puede interpretarse
sino considerando que cualquier no adecuación a lo exigido en los artículos reseñados
debe imputarse como infracción tipificada en el apartado aquí analizado, debiendo uti-
lizarse los criterios del artículo 39.3 para agravar o atenuar la cuantía de la sanción.

Los apartados d) y e) establecen como infracción del promotor el incumplimiento de las
obligaciones del coordinador, incluso por aquellas que se deriven de la falta de dedicación
del coordinador. El promotor es el que designa al coordinador pero no olvidemos que el
promotor está obligado a nombrar como coordinadores a sujetos con una determinada

[30]

(35) Sentencia del Tribunal Supremo de 12 de noviembre de 1996, Sala III –recogida en Actualidad Laboral, núm. 15, 7-13
de abril de 1997, ref. 482–, aún referida a una normativa anterior.



titulación profesional y que en gran parte ejecutan su labor de coordinadores como parte
de una profesión liberal. El coordinador se convierte, cuando no está ligado por una rela-
ción laboral con el promotor, siendo un recurso humano más de la empresa promotora,
en un mandatario que vincula con sus actos y omisiones a aquel que le ha designado, que
después deberá ejercitar las acciones oportunas a fin de reclamar la responsabilidad del
coordinador por la conducta que ha conducido a la sanción del promotor.

Siendo un artículo innovador, muy apegado a la realidad, y que puede suponer un impor-
tante cambio en la capacidad de control del incumplimiento de la legalidad en las obras,
el legislador debiera haber ido más allá. Más allá, considerando al coordinador, sólo o con
el promotor como responsable administrativo frente a la Autoridad Laboral de las obliga-
ciones que a él personalmente le atribuye la normativa vigente. Más allá, considerando al
promotor como sujeto responsable de los incumplimientos en materia de seguridad y
salud laboral, lo cual hubiera debido significar una modificación en el mecanismo de la
responsabilidad del empresario principal, cuestión supra comentada.

Por lo demás, este precepto origina importantes problemas de justicia material cuando el
promotor no es un promotor profesional sino un particular que confía en un profesio-
nal liberal para el ejercicio de las funciones de coordinador junto a las propias de direc-
ción de obra. En estas situaciones, debiera excluirse la responsabilidad del promotor,
imponiendo directamente la responsabilidad al coordinador.

b) Las modificaciones operadas en el listado de las infracciones muy graves

El artículo 11 de la Ley de Reforma contiene los cambios que se diseñan para el artículo
13 de la LISOS, modificaciones que pueden analizarse siguiendo unas pautas clasificato-
rias similares a las ya expuestas.

A ) Aquellas que adaptan la normativa sancionadora a los cambios introducidos en las obli-
gaciones empresariales derivadas de la Ley de Prevención de Riesgos laborales:

– “a) No adoptar el promotor o el empresario titular del centro de trabajo, las medidas
necesarias para garantizar que aquellos otros que desarrollen actividades en el mismo
reciban la información y las instrucciones adecuadas, en la forma y con el contenido
y alcance establecidos en la normativa de prevención de riesgos laborales, sobre los
riesgos y las medidas de protección, prevención y emergencia, cuando se trate de activi-
dades reglamentariamente consideradas como peligrosas o con riesgos especiales.” –apar-
tado a) del número 8 del artículo 13 de la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden
Social–. Heredero del 13.8 –las diferencias con el precepto en la redacción de la Ley de
2000 se enmarcan en negrita–.

Las modificaciones hay que entenderlas en la línea antiformalista ya comentada con oca-
sión del análisis de su correlato en las infracciones graves, el 12.14 de la Ley de Reforma.

– “La falta de presencia de los recursos preventivos cuando ello sea preceptivo o el incum-
plimiento de las obligaciones derivadas de su presencia, cuando se trate de actividades
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reglamentariamente consideradas como peligrosas o con riesgos especiales.” –Párrafo b)
del nuevo número 8–.

El precepto no merece mayor comentario, la diferencia con su parejo del nuevo 12.15.b)
es el tipo de actividad, aquellas “reglamentariamente consideradas como peligrosas o con
riesgos especiales”.Tan sólo dos anotaciones, no basta para considerar como peligrosa una
actividad la apreciación subjetiva del funcionario actuante, es precisa su inclusión en un
listado normativo que la califique como tal. La justificación de esta calificación como muy
grave deviene del mayor peso obligacional que recae sobre el empresario ante situaciones
que ya normativamente se prevén como peligrosas o con riesgos especiales.

B) Modificaciones del artículo sobre los incumplimientos que afectan al sistema de ges-
tión de la prevención de riesgos laborales:

“La alteración o el falseamiento, por las personas o entidades que desarrollen la activi-
dad de auditoría del sistema de prevención de las empresas, del contenido del informe
de la empresa auditada.” –nuevo número 13–.

Apartado de importancia y de interés, aun cuando de difícil aplicación. A mi juicio, fren-
te a la conducta calificada como grave y descrita en el 12.25 en la nueva redacción, no
se trata del mero incumplimiento de sus obligaciones por el ente auditor, sino de una
actuación fraudulenta dirigida a enmascarar o ocultar la situación real de la empresa
auditada constatada por aquél36. Si bien se trata de una actuación que puede plantear pro-
blemas de prueba, en este apartado pudieran incluirse aquellas conductas del ente audi-
tor consistente en afirmar el cumplimiento de la normativa preventiva por la empresa en
cualquiera de los apartados o grupos existentes, cuando claramente para cualquier obser-
vador mínimamente atento se revele lo contrario.

C) Otras nuevas infracciones.

– “La suscripción de pactos que tengan por objeto la elusión, en fraude de ley, de las res-
ponsabilidades establecidas en el apartado 3 del artículo 42 de esta Ley.” Es muy habitual
en las relaciones mercantiles entre empresa principal y contrata o subcontrata la suscrip-
ción de contratos en los que la empresa principal incluye cláusulas de estilo, intentando
eludir su responsabilidad37. Nuestros Tribunales han declarado claramente la nulidad de

[32]

(36) Por ejemplo: la auditoría certifica el cumplimiento por la empresa de la normativa sobre equipos de trabajo cuando el
análisis auditor ha revelado lo contrario. En cambio, en el supuesto de que la auditoría no hubiese analizado la situación de
la empresa en relación con la normativa sobre equipos de trabajo no estaríamos ante una infracción muy grave, sino grave.

(37) La variedad es enorme. Un ejemplo: “Corresponde a la empresa contratada el cumplimiento de la normativa de
Seguridad y Salud en el Trabajo, quedando excluida de cualquier responsabilidad la empresa principal por el incumpli-
miento por aquélla de dicha normativa”. También pueden incluirse en este grupo de cláusulas aquellas que hacen recaer
todo el peso económico derivados de las sanciones, recargos o indemnizaciones derivados de los incumplimientos sobre
la empresa contratada.



estas cláusulas contractuales contra legem38, pero el legislador
considera oportuno sancionar estas conductas, apuntalando el
sistema de responsabilidad administrativa que recae sobre la
empresa principal.

c) Infracciones de las empresas usuarias

Al grupo infracciones correspondientes a las empresas usua-
rias la Ley de Reforma añade una nueva en su artículo 12:

“f) Permitir el inicio de la prestación de servicios de los tra-
bajadores puestos a disposición sin tener constancia docu-
mental de que han recibido las informaciones relativas a los
riesgos y medidas preventivas, poseen la formación específica
necesaria y cuentan con un estado de salud compatible con
el puesto de trabajo a desempeñar.” –nuevo párrafo f) del
apartado 2 del artículo 19 de la Ley de Infracciones y
Sanciones en el Orden Social–.

Con este nuevo precepto se colma la laguna legal existente que
sobrevolaba sobre la obligación de control por la empresa
usuaria39 del cumplimiento de las obligaciones de la empresa
de trabajo. Sin embargo, la modificación no es suficiente. Nos
encontramos con que un régimen bastante estricto y claro de
repartición de obligaciones en materia de Seguridad y Salud
entre empresa de trabajo temporal y empresa usuaria se
encuentra protegido incomprensiblemente con un orden
represivo de nivel inferior puesto que las sanciones que llevan
aparejadas las infracciones son sensiblemente inferiores a las
establecidas respecto el resto de las infracciones en el segmen-
to de la Prevención de Riesgos Laborales40.

SE COLMA LA LAGUNA
LEGAL QUE EXISTÍA SOBRE

LA OBLIGACIÓN DE 
CONTROL POR LA EMPRESA

USUARIA DEL 
CUMPLIMIENTO DE 

LAS OBLIGACIONES EN
MATERIA DE SEGURIDAD Y
SALUD DE LA EMPRESA DE

TRABAJO TEMPORAL
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(38) A la responsabilidad establecida legalmente no pueden afectar “las condiciones particulares convenidas entre empre-
sario principal y sucontratista que de modo alguno pueden mediante pacto contractual obviar las obligaciones y respon-
sabilidades legales de uno y otro”, Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Sevilla, Sala de lo Contencioso-
Administrativo, de 2 de junio de 1999 (RJCA, 1999, 2076). Con igual rotundidad el Tribunal Superior de Justicia de
Castilla-La Mancha, Sala de lo Contencioso-Administrativo, en Sentencia de 5 de diciembre de 1997 (RJCA, 1997, 2903).

(39) Artículo 4.1 del RD 216/1999, de 5 de febrero, por el que se establecen las disposiciones mínimas de seguridad y
salud en el trabajo en el ámbito de las empresas de trabajo temporal (BOE de 24 de febrero).

(40) Las infracciones en materia de Prevención de Riesgos Laborales recogidas en los artículos 18.2.c) y 3.b), y 19.2.b) y
3.b) al igual que la nueva infracción añadida por la Ley se sancionan con multa que oscila entre los 300,52 a 3.005,06
euros –graves– y 3.005,07 a 90.151,82 euros –muy graves–; frente a las cuantías mucho más abultadas previstas para las
infracciones de orden preventivo recogidas en los artículos 12 –de 1.502,54 a 30.050,61 euros, graves– y 13 de la Ley de
Infracciones y Sanciones en el Orden Social –de 30.050,62 a 601.012,10 euros–.



Justicia Laboral
d o c t r i n a

d) Nuevas normas de procedimiento ante la posibilidad de la aplicación del principio
ne bis in idem

El artículo decimoquinto bis añadido por Informe de la Ponencia introduce un nuevo
apartado 3 al artículo 52 de la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social:

“3. Asimismo, el Ministerio Fiscal deberá notificar, en todo caso, a la autoridad laboral y a la
Inspección de Trabajo y Seguridad Social la existencia de un procedimiento penal sobre hechos
que puedan resultar constitutivos de infracción. Dicha notificación producirá la paralización
del procedimiento hasta el momento en que el Ministerio Fiscal notifique a la autoridad labo-
ral la firmeza de la sentencia o auto de sobreseimiento dictado por la autoridad judicial.”

El nuevo párrafo es una adición lógica ante un procedimiento que hasta ahora resultaba
al menos a nivel legal, y sin perjuicio de las relaciones establecidas entre el Ministerio
Fiscal y la Inspección de Trabajo, incompleto. El Ministerio Fiscal, con el fin de evitar
duplicidades que pueden suponer la conculcación del principio ne bis in idem debe comu-
nicar sus actuaciones en materias que afecten a la órbita de actuación de la Inspección de
Trabajo y Seguridad Social. Los efectos de esa comunicación son los oportunos: la inme-
diata paralización del procedimiento sancionador administrativo, hasta el momento en
que el Ministerio Fiscal comunique, conforme está obligado, a la autoridad laboral “la
firmeza de la sentencia o auto de sobreseimiento dictado por la autoridad judicial”.

5. LA NUEVA ORGANIZACIÓN DE LAS ACTIVIDADES DE CONTROL Y
COMPROBACIÓN INSPECTORA DE LAS CONDICIONES DE SEGURIDAD Y
SALUD EN EL TRABAJO

El artículo primero de la Ley de Reforma bajo la rúbrica “Colaboración con la
Inspección de Trabajo y Seguridad Social” contiene una nueva redacción para los números 241

[34]

(41) “Las Administraciones General del Estado y de las Comunidades Autónomas adoptarán, en sus respectivos ámbitos
de competencia, las medidas necesarias para garantizar la colaboración pericial y el asesoramiento técnico necesarios a la
Inspección de Trabajo y Seguridad Social que, en el ámbito de la Administración General del Estado serán prestados por el
Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo.

Estas Administraciones Públicas elaborarán y coordinarán planes de actuación, en sus respectivos ámbitos competenciales
y territoriales, para contribuir al desarrollo de las actuaciones preventivas en las empresas, especialmente de las de media-
no y pequeño tamaño y las de sectores de actividad con mayor nivel de riesgo o de siniestralidad, a través de acciones de
asesoramiento, de información, de formación y de asistencia técnica (párrafo introducido por enmiendas presentadas y
aceptadas en el seno de la Ponencia del Congreso de los Diputados, texto recogido en el Boletín del Congreso de los
Diputados de 30 de septiembre de 2003).

En el ejercicio de tales cometidos, los funcionarios públicos de las citadas Administraciones que ejerzan labores técnicas
en materia de prevención de riesgos laborales a que se refiere el párrafo anterior, podrán desempeñar funciones de ase-
soramiento, información, y comprobatorias de las condiciones de seguridad en las empresas y centros de trabajo, con el
alcance señalado en apartado 3 de este artículo y con la capacidad de requerimiento a que se refiere el artículo 43 de esta
Ley, todo ello en la forma que se determine reglamentariamente.

Las referidas actuaciones comprobatorias se programarán por la respectiva Comisión Territorial de la Inspección de Trabajo
y Seguridad Social a que se refiere el artículo 17.2 de la Ley 42/1997, de 14 de noviembre, Ordenadora de la Inspección
de Trabajo y Seguridad Social para su integración en el plan de acción en Seguridad y Salud Laboral de la Inspección de
Trabajo y Seguridad Social.”



y 342 del artículo 9 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales que supone una modi-
ficación trascendental del sistema organizativo administrativo de control del incumpli-
miento de las obligaciones preventivas. El objetivo de esta modificación va mucho más
allá de la “actualización” de la colaboración de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social
a la que se refiere el Preámbulo, atribuyendo a los funcionarios técnicos de dependencia
autonómica competencias que tradicionalmente habían estado en manos de los miem-
bros del Cuerpo Superior de Inspectores de Trabajo y Seguridad Social. La razón de esta
innovación se halla en las Propuestas de la Mesa de Diálogo Social antes citadas43, y, en
realidad, no es sino la opción de dicha Mesa con el fin de dotar de mayores efectivos
humanos las labores de vigilancia y control asumidas por la Inspección de Trabajo y
Seguridad Social. Analicemos la nueva posición de estos funcionarios técnicos:

–¿Qué competencias y facultades nuevas se les atribuyen? 

– Las competencias propias de asesoramiento y comprobación en materia de Prevención
de Riesgos Laborales propias de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.

– La facultad de requerimiento del artículo 43 de la Ley de Prevención de Riesgos
Laborales. Esta nueva competencia y facultad se ejercerá en la forma que se desarrolle
reglamentariamente44.

– Capacidad de comunicación de hechos constitutivos de infracción relativos a las con-
diciones materiales o técnicas de seguridad y salud a la Inspección de Trabajo y Seguridad
Social mediante el preceptivo informe a fin de que por ésta se levantare la correspon-
diente Acta si procediera. A diferencia del Inspector de Trabajo y Seguridad Social, el fun-
cionario técnico sólo podrá comunicar estos hechos cuando se haya incumplido el reque-
rimiento, no cabe el requerimiento y el informe-propuesta de sanción a la vez. Sin
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(42) “Cuando de las actuaciones de comprobación a que se refiere el apartado anterior, se deduzca la existencia de infrac-
ción, y siempre que haya mediado incumplimiento de previo requerimiento, el funcionario actuante remitirá informe a la
Inspección de Trabajo y Seguridad Social, en el que se recogerán los hechos comprobados, a efectos de que se levante la
correspondiente Acta de Infracción, si así se procediera.

A estos efectos, los hechos relativos a las actuaciones de comprobación de las condiciones materiales o técnicas de seguri-
dad y salud recogidos en tales informaciones gozarán de la presunción de certeza a que se refiere la Disposición Adicional
Cuarta, apartado 2, de la Ley 42/1997, de 14 de noviembre, Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.”

El artículo 8 de la Ley añade una nueva Disposición Adicional, la Decimoquinta a la Ley de Prevención de Riesgos labora-
les bajo la rúbrica: “Habilitación de funcionarios públicos”:

“Para poder ejercer las funciones establecidas en el apartado 2 del artículo 9 de esta Ley, los funcionarios públicos de las
Comunidades Autónomas deberán contar con una habilitación específica expedida por su propia Comunidad Autónoma,
en los términos que se determinen reglamentariamente.

En todo caso, tales funcionarios deberán pertenecer a los grupos de titulación A o B y acreditar formación específica en
materia de prevención de riesgos laborales.”

(43) Confer, “Propuestas de la Mesa ....”, Prevención ..., cit., págs. 33 y 34.

(44) En este sentido, la modificación del artículo 39.3.f) por el artículo 13 de la Ley de Reforma implica considerar como
un criterio de graduación de las sanciones el incumplimiento de las advertencias o requerimientos previos de tanto los
Inspectores de Trabajo y Seguridad Social como de los funcionarios técnicos de dependencia autonómica habilitados al
efecto.
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embargo, el informe aludido goza, en cuanto a los hechos relativos a las actuaciones de
comprobación de las condiciones indicadas, de presunción de certeza.

–¿Cuáles son los funcionarios que ejercerán estas nuevas competencias? No todo el per-
sonal que desarrollan funciones técnicas en el área de Prevención de Riesgos Laborales
de la Comunidad Autónoma, sino aquellos habilitados para desarrollarlas. En concreto,
conforme a la nueva Disposición Adicional, la Decimoquinta, que el artículo 8 de la Ley
de Reforma introduce en la Ley de Prevención de Riesgos Laborales, deberán ser habili-
tados específicamente por la Comunidad Autónoma en los términos que se determinen
reglamentariamente, siendo condiciones mínimas el ser funcionarios, pertenecientes a
los grupos de titulación A o B, acreditando formación específica en materia de preven-
ción de riesgos laborales.

– Introducción de reglas de procedimiento. La integración en las nuevas funciones plan-
tea importantes problemas de procedimiento.Algunos de ellos, los más sencillos, son sol-
ventados por la Ley de Reforma:

• Los plazos de actuación para el ejercicio de las facultades enunciadas se someterán a los
plazos del artículo 14.2 de la Ley 42/1997, de 14 de noviembre, Ordenadora de la
Inspección de Trabajo y Seguridad Social45.

• Cuando el Acta de Infracción, practicada por la Inspección de Trabajo y Seguridad
Social, tenga su origen en el informe de los funcionarios técnicos de dependencia auto-
nómica se incorporará al texto de aquélla “el relato de los hechos del correspondiente
informe así como los demás datos relevantes del mismo”, relato que va avalado por la
presunción de certeza46.

• La Inspección de Trabajo y Seguridad Social recabará de los funcionarios públicos alu-
didos “la subsanación de sus informes cuando considere que el relato de hechos conte-
nido es insuficiente a efectos sancionadores, procediendo a su archivo si no se subsana-
se en término de 15 días y sin perjuicio de nuevas comprobaciones”47.

– Nuevas infracciones. Con el fin de proteger las competencias y facultades atribuidas a
los funcionarios técnicos, se considera como infracción por obstrucción las acciones u
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(45) Será necesario entender, a falta de desarrollo reglamentario específico, que en lo que sea posible se aplicarán los artí-
culos 17 del RD 138/2000, del 4 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de Organización y Funcionamiento de
la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, y 8 del RD 928/1998, de 14 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento
General sobre procedimientos para la imposición de sanciones por infracciones de orden social y para los expedientes
liquidatorios de cuotas de la Seguridad Social, lo contrario supondría dejar múltiples lagunas en el decurso de las actua-
ciones comprobatorias.

(46) Párrafo primero del nuevo apartado 5 del artículo 53 de la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social en la
redacción del artículo 16 de la Ley de Reforma.

(47) Párrafo segundo del nuevo apartado 5 del artículo 53 de la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social en la
redacción del artículo 16 de la Ley de Reforma.



omisiones que perturben, retrasen o impidan la labor de comprobación de éstos en
apoyo de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social48.

La modificación normativa descrita introduce importantes dudas. Las más importantes
son de tipo organizativo. ¿Cómo se articulará el funcionamiento de estos funcionarios
dependientes de las Comunidades Autónomas en relación con las Inspecciones de Trabajo
y Seguridad Social? El nuevo párrafo tercero del artículo 9.2 atribuye un papel funda-
mental para las Comisiones Territoriales de la Inspección de Trabajo y Seguridad en la que
participan la Administración del Estado y la Autonómica en régimen de paridad. Pero
¿serán esas Comisiones capaces de articular un sistema de trabajo que impida la duplici-
dad en las actuaciones, la bicefalia directiva, los conflictos que puedan surgir en el día a
día? Sólo el establecimiento de un sistema claro y sencillo puede obviar estos problemas.
Sin embargo, no hay que ser pesimista, el original sistema de la Inspección de Trabajo y
Seguridad Social español de dependencia funcional de dos Autoridades ha funcionado
muy adecuadamente, y sin duda podrá integrar esta peculiar modificación que implica
que funcionarios de dos Administraciones distintas realicen funciones parejas de forma
complementaria.

Otras cuestiones surgen al albur de la modificación. La remisión reglamentaria a los tér-
minos de la habilitación de los funcionarios técnicos dependientes de las Comunidades
Autónomas no plantea mayor problema a no ser que el desarrollo reglamentario sea pro-
pio de cada Comunidad Autónoma, lo que supondría que los requisitos de acceso a la
nueva condición sean disímiles49.

Igual situación surge en relación a la remisión reglamentaria respecto al uso de determi-
nadas competencias y facultades –asesoramiento y comprobación y requerimiento–. Si el
desarrollo es a nivel estatal nos encontraremos ante un único procedimiento de actua-
ción, en caso contrario, ante una posible diversidad procedimental en el ejercicio de unas
competencias y facultades idénticas.
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(48) Nuevo párrafo final del apartado 2 del artículo 50 de la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social en la
redacción del artículo 15 de la Ley de Reforma.

(49) Es obvio que la concepción del autor de este artículo es preferible que en el ámbito nacional para el ejercicio de
determinadas competencias se exijan requisitos idénticos de acceso, lo que como es evidente no acaece en órdenes de la
realidad sin que se planteen mayores problemas. La posibilidad de un desarrollo propio de cada Comunidad Autónoma en
función de las compentecias que se desprendan del Estatuto de Autonomía es una posibilidad clara a la luz de la Sentencia
del Tribunal Constitucional de 28 de noviembre de 1996.


